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Resumen
El Principio de las Responsabilidades Comunes pero Diferen-
ciadas según sus Respectivas Capacidades (PRCD-RC) ha sido una 
de las normas constitutivas de la gobernanza global del cambio 
climático. En particular, el PRCD-RC señala que los países desa-
rrollados tienen una mayor responsabilidad, debido a la mayor 
presión que han ejercido históricamente sobre el ambiente y a su 
mayor capacidad financiera y tecnológica. A partir de las nego-
ciaciones climáticas post Kioto, el PRCD-RC comienza a adquirir 
una dimensión transnacional que responde a la creciente parti-
cipación de actores no estatales en la política internacional del 
cambio climático. El objetivo del presente artículo es describir 
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el proceso de localización de la norma en el discurso del sector 
privado brasileño sobre cambio climático. El análisis se focaliza 
desde la entrada en vigor del Protocolo de Kioto en 2005 hasta 
la firma del Acuerdo de París, en 2015, a partir de plantear las 
diversas interpretaciones y reinterpretaciones del PRCD-RC por 
parte del sector privado en Brasil.

Palabras clave: Brasil – Cambio Climático – Responsabilidades 
Comunes pero Diferenciadas – Sector Privado – Constructivismo.

AbstRAct
The Principle of Common but Differentiated Responsibilities 
and Respective Capacities (CBDR-RC) has been one of the consti-
tutive norms of global climate governance. In particular, CBDR-RC 
indicates that developed countries have a greater responsibility 
due to the more significant pressure they have historically exerted 
on the environment and their greater financial and technological 
capacities. Since the post-Kyoto climate negotiations, CBDR-RC 
begins to acquire a transnational dimension that responds to the 
increasing participation of non-state actors in climate change’s 
international politics. This article aims to describe the process of 
localization of the principle of CBDR-RC in the Brazilian discourse 
of the private sector on climate change. The analysis focus on the 
entry into force of the Kyoto Protocol in 2005 to the signing of the 
Paris Agreement in 2015, describing the various interpretations 
and reinterpretations of CBDR-RC by the private sector in Brazil.

Keywords: Brazil – Climate Change – Common but Differentia-
ted Responsibilities – Private Sector – Constructivism.
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INTRODuCCIóN

El Principio de las Responsabilidades 
Comunes pero Diferenciadas según 
sus Respectivas Capacidades (de aquí 
en adelante PRCD-RC) ha sido una de 
las normas constitutivas desde los orí-
genes de la gobernanza global del cam-
bio climático. Esta norma captura el 
consenso internacional que la respon-
sabilidad de proteger el clima como 
bien común de la humanidad debe ser 
compartida, aunque no necesariamen-
te de manera uniforme. En particular, 
el PRCD-RC señala que los países desa-
rrollados tienen una mayor responsa-
bilidad en la lucha contra el cambio 
climático, debido a la mayor presión 
que han ejercido históricamente so-
bre el ambiente a nivel global y a su 
mayor capacidad financiera y tecnoló-
gica para actuar (Weijers, Eng, & Das, 
2010). Así, diferentes niveles de protec-
ción ambiental deben esperarse entre 
los países desarrollados y los países 
emergentes y/o en vías de desarrollo 
o, como mínimo, debe aceptarse un 
período de gracia a los países en de-
sarrollo para que aborden reformas 
que permitan reducir el impacto am-
biental en el mediano plazo, en cuanto 
las acciones de mitigación deberían 
ser abordadas en lo inmediato por los 
países desarrollados (Kiessling, 2019a).

Desde sus primeras formulaciones 
en vinculación con la agenda ambien-
tal a partir de la década de los ‘80 en las 
negociaciones que institucionalizaron 
los mecanismos de gobernanza de la 
capa de ozono, y posteriormente en 

la Declaración de Río, en la Agenda 
21, en el Convenio sobre la Diversidad 
Biológica y en la Convención Marco 
de las Naciones Unidas sobre el Cam-
bio Climático1 (CMNuCC en adelante), 
el PRCD-RC se consolidó como una nor-
ma interestatal destinada a mediar en 
difíciles relaciones entre países desa-
rrollados y en vías en desarrollo en las 
negociaciones climáticas (Honkonen, 
2009; Kiessling, 2011). Sin embargo, en 
el período de negociaciones posterio-
res a la implementación del Protocolo 
de Kioto,2 comienzan a vislumbrarse 
ciertas transformaciones en la gober-
nanza global del cambio climático que 
la permiten caracterizar como policén-
trica y multiescalar (Cole, 2011; Kiess-

1 La Convención Marco de las Naciones Uni-
das sobre Cambio Climático es un acuerdo 
marco firmado en 1992 perteneciente al 
Sistema de las Naciones Unidas con el obje-
tivo de lograr la estabilización de las con-
centraciones de  gases de efecto inverna-
dero en la atmósfera a un nivel que impida 
interferencias antropógenas peligrosas en 
el sistema climático. Es la piedra basal de 
la arquitectura climática internacional al 
definir las principales normas, principios y 
normas que gobiernan la regulación de la 
temática a escala planetaria (Kiessling & 
Pacheco Alonso, 2019). Para profundizar 
sobre este acuerdo, veáse https://unfccc.int/
es.

2 El Protocolo de Kioto es un acuerdo anexo 
a la CMNuCC firmado en 1997, cuya entrada 
en vigor en 2005 permitió el estableci-
miento de objetivos de reducción de emi-
siones por parte de los países listados en el 
Anexo I de la Convención. Para profundizar 
sobre este acuerdo, veáse https://unfccc.int/
es.
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ling & Pacheco Alonso, 2019; e.g.). En 
este contexto, el PRCD-RC comienza a 
adquirir una dimensión transnacional 
en la medida que la creciente partici-
pación de actores no estatales como 
agentes en la política internacional 
del cambio climático se enmarca bajo 
la internalización de normas tradicio-
nalmente interestatales por parte del 
sector privado y del tercer sector (Cas-
tro, 2016).

De esta manera, pese a que en sus 
orígenes el PRCD-RC era exclusivamen-
te una norma interestatal, las transfor-
maciones en la gobernanza climática 
que habilitaron la participación de 
nuevos actores en la política global del 
cambio climático, posibilitaron que 
los actores no estatales sean capaces de 
internalizar principios de gobernan-
za climática tales como el PRCD-RC, y 
que transformen su comportamiento 
a partir de un proceso de construcción 
de congruencia normativa mediante la 
localización (Acharya 2004; 2011; 2012).

En ese contexto, resulta interesan-
te estudiar el caso de Brasil, un país 
del Sur Global sin compromisos obli-
gatorios de reducción de emisiones 
en el marco de la CMNuCC. En el año 
2009, dicho país sancionó una Ley Na-
cional de Cambio Climático, con la 
cual, de forma voluntaria, se autoim-
ponía objetivos de reducción de emi-
siones, en comparación con un esce-
nario BAu (Business as Usual). Esta ley 

representaba una ruptura con la posi-
ción tradicional defendida por los paí-
ses del G77+China que rechazaban la 
adopción de compromisos vinculan-
tes de reducción de emisiones basados 
en el propio PRCD-RC. Dicha ley ins-
titucionaliza la Política Nacional del 
Cambio Climático (PNCC en adelante), 
con la definición de planes sectoriales 
que incluían al sector privado en su 
implementación.

Así, el objetivo del presente artículo 
es describir el proceso de localización 
de la norma en el discurso del sector 
privado brasileño sobre cambio cli-
mático, desde la entrada en vigor del 
Protocolo de Kioto en 2005, hasta la 
firma de un nuevo tratado, el Acuerdo 
de París, en 2015, a partir de plantear 
las diversas interpretaciones y reinter-
pretaciones del principio por parte del 
sector privado en Brasil. El proceso de 
localización es definido por Amitav 
Acharya como la construcción activa, a 
través del discurso, de ideas ajenas por 
actores locales, que resulta en el desa-
rrollo de una significativa congruen-
cia entre las normas internacionales y 
creencias y prácticas locales (Acharya, 
2012). La delimitación temporal plan-
teada responde al período de emergen-
cia de una arena doméstica en Brasil 
de gobernanza del cambio climático, 
tal como ha sido identificado en in-
vestigaciones previas (Kiessling, 2018; 
2019a).
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ABORDAjE TEóRICO-METODOlógICO

El presente artículo recurre a un aná-
lisis desde un abordaje constructivis-
ta de las Relaciones Internacionales. 
Dicha perspectiva de análisis puede 
ser resumida a partir de la considera-
ción de dos factores de importancia; 
la realidad internacional se encuen-
tra socialmente construida y existe un 
proceso de mutua constitución entre 
agentes y estructuras sociales (Checkel, 
2008). A partir del constructivismo se 
argumenta que tanto el sostenimiento 
de las estructuras como los procesos 
de cambio están basados en la agen-
cia de los actores sociales. Esta última, 
asimismo, está influenciada por el con-
texto social, espacial e histórico en el 
que se desenvuelve la acción social 
(Klotz y Lynch, 2007).

A partir de recuperar los aportes 
que se han realizado en una línea de 
investigación de creciente importan-
cia en la Política Ambiental Global3 
como subcampo de los Estudios Inter-
nacionales que analiza la vinculación 
entre los actores privados y la gober-
nanza ambiental (Hall & Biersteker, 
2002; Fuchs, 2004; e.g.), se reconoce 
que existen pocos estudios sistemáti-
cos sobre la internalización de normas 
de gobernanza global por parte de 
actores del sector privado en el Sur 
Global. En general, se ha reconocido el 
rol desempeñado por algunos actores 

3 Más conocida por su formulación en inglés 
como Global Enviromental Politics.

del sector privado en la creación y di-
fusión de normas internacionales de 
regulación ambiental, más no la loca-
lización de normas típicamente “es-
tatocéntricas” como el PRCD-RC y su 
importancia como guías para habilitar 
la participación de nuevos actores en 
la gobernanza doméstica del cambio 
climático (Kiessling, 2019b).

La importancia del PRDC-RC radica 
en que él mismo representa la institu-
cionalización de criterios de equidad 
y justicia en la gobernanza ambien-
tal global,4 en la medida que puede 
ser interpretado como síntesis de dos 
razonamientos éticos complementa-
rios. En primer lugar, puede afirmarse 
que sobre la base de un principio éti-
co consecuencialista,5 los principales 
emisores tienen la responsabilidad de 
actuar. Este tipo de responsabilidad es 
parte integrante de diversos tratados 
internacionales y también se expre-
sa a través de una serie de principios 
ampliamente aceptados, tales como 
el principio de no daño, el principio 
de contaminador pagador, el princi-
pio de prevención, entre otros (Pauw, 

4 En sus orígenes, el PRCD surge en el plano 
del Derecho Internacional Económico. Sin 
embargo, adopta su centralidad como 
norma internacional a partir de la década 
del 80, en el marco de la gobernanza 
ambiental. A contar de la firma de la Con-
vención Marco de las Naciones Unidas 
sobre Cambio Climático, el PRCD 
adquiere los sentidos que se abordan en 
esta investigación.

5 Ética basada en los resultados.
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Bauer, Richerzhagen, Brandi, & Sch-
mole, 2014).

En segundo lugar, una lógica de ac-
ción no consecuencialista sugiere que 
la calidad moral de un determinado 
acto, es decir, si es “correcto” o “inco-
rrecto”, se deriva del acto en sí mismo, 
no de sus eventuales consecuencias. 
El principio de precaución, por ejem-
plo, personifica una posición no con-
secuencialista en la medida en que una 
prueba de daño (es decir, la consecuen-
cia de un acto) no es requerida para 
prohibir acciones que eviten daños 
potenciales (Pauw, Bauer, Richerzha-
gen, Brandi, & Schmole, 2014).

Continuando con este razonamien-
to, la conjunción de ambos fundamen-
tos puede justificar la equiparación 
de responsabilidades y capacidades 
manifiesta en la incorporación del 
suplemento “y las capacidades res-
pectivas”, incorporado al Principio de 
las Responsabilidades Comunes pero 
Diferenciadas (PRCD) original6. Polí-

6 Es en el marco de la firma del Acuerdo de 
París del año 2015 que se incorporará al 
PRCD el suplemento de las “Respectivas 
Capacidades” como respuesta a un proceso 
que buscaba desarrollar, bajo el marco de 
la CMNuCC, un protocolo, otro instrumento 
legal o solución acordada que tuviese fuerza 
legal para vincular a los Estados-Parte. Para 
alcanzar este propósito, se optó porque 
cada uno de los firmantes propusiera una 
contribución nacionalmente determinada, 
por medio de la cual se pudiese reflejar la 
meta que, de acuerdo con sus circunstan-
cias nacionales, diera respuesta a sus respon-
sabilidades y respectivas capacidades. Pro-
fundizar sobre este proceso excede los 
propósitos del siguiente artículo. 

ticamente, esto refleja la fuerte opo-
sición de los países desarrollados a 
cualquier referencia a sus emisiones 
históricas, invocando tanto el princi-
pio consecuencialista de “quien con-
tamina, paga”, como el argumento de 
que todos los países comparten la res-
ponsabilidad de adherirse a los princi-
pios universales de protección climá-
tica en una fórmula de compromiso 
(Pauw, Bauer, Richerzhagen, Brandi, & 
Schmole, 2014).

Así, el PRCD-RC permitió establecer 
una división de responsabilidad entre 
países desarrollados y países en desa-
rrollo, frente al abordaje del cambio 
climático. A los primeros los designó 
como principales responsables por la 
regulación del cambio climático en la 
gobernanza ambiental. A partir de la 
firma del Protocolo de Kioto, en 1997, 
dicha norma fue institucionalizada en 
su primera formulación como PRCD. 
Se estableció que los Estados listados 
en el Anexo I7 eran aquellos respon-
sables por la adopción de medidas de 
mitigación del cambio climático y que 
los países del Sur Global (fuera del 

7 En concreto, los países que forman parte 
del Anexo I de la CMNuCC son: Alemania, 
Australia, Austria, Bélgica, Bielorrusia, Bul-
garia, Canadá, Croacia, Dinamarca, Eslova-
quia, Eslovenia, España, Estados Unidos, 
Estonia, Federación Rusa, Finlandia, Fran-
cia, Grecia, Hungría, Irlanda, Islandia, Italia, 
Japón, Letonia, Liechtenstein, Lituania, 
Luxemburgo, Mónaco, Noruega, Nueva 
Zelanda, Países Bajos, Polonia, Portugal, 
Reino Unido, República Checa, Rumania, 
Suecia, Suiza, Turquía y Ucrania, así como 
la Unión Europea (Naciones Unidas, 1992).
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Anexo), únicamente se comprometían 
a cooperar en el marco de las negocia-
ciones del cambio climático, con el fin 
de contribuir a las metas de la CMNuCC.

Sin embargo, a partir de la conso-
lidación de la arena de gobernanza 
climática, con la entrada en vigor del 
Protocolo de Kioto, en 2005, y espe-
cialmente a partir de la hoja de ruta 
de Bali (2007), en las negociaciones 
internacionales se comenzaron a ex-
plorar las maneras por las que las eco-
nomías emergentes (sobre todo China, 
India y Brasil) podían aceptar com-
promisos en materia de mitigación 
(Pauw, Bauer, Richerzhagen, Brandi, 
& Schmole, 2014; Kiessling & Pacheco 
Alonso, 2019). Este proceso tuvo impac-
tos transformativos sobre la interpre-
tación del principio, ya que los países 
desarrollados, especialmente Estados 
Unidos, exigían que de algún modo los 
emergentes asumieran compromisos. 
Ello llevó a que el PRCD recuperara las 
características ligadas a la protección 
ambiental como responsabilidad co-
mún de todos (Brunnée y Streck 2013; 
Michaelowa y Michaelowa 2015).

Asimismo, con la elaboración del 
cuarto informe del IPCC, en 2007, y la 
presentación del documental dirigido 
por Al Gore, “La verdad incómoda” 
(también en ese mismo año), se co-
menzó a quebrar el carácter exclusiva-
mente estatocéntrico de la gobernanza 
del cambio climático. Así se abrió la 
puerta a la participación de actores 
no estatales, entre los que destacan la 
sociedad civil organizada como mo-
vimientos sociales, organizaciones no 

gubernamentales (ONg), fundaciones; 
así como el sector privado articulado 
en diversas asociaciones y organiza-
ciones que buscaban representar al 
mismo. Esta explosión del activismo 
climático tuvo su gran hito en la Con-
ferencia de las Partes8 (COP en adelan-
te) número 15, realizada durante el año 
2009 en Copenhague. Encontró a una 
sociedad civil movilizada en conjun-
to con una fracción significativa del 
sector empresarial a nivel global, que 
contestaba y disputaba el sentido y las 
interpretaciones prevalecientes de las 
normas. De este modo, con la incorpo-
ración de nuevos actores no tradicio-
nales a la gobernanza global del clima, 
cobran importancia las interpretacio-
nes que los mismos den sobre las nor-
mas internacionales que actúan como 
amalgama de la arena policéntrica y 
multinivel de la gobernanza climáti-
ca (Kiessling & Pacheco Alonso, 2019).

En otras palabras, las transformacio-
nes en las modalidades de gobernanza 
global generó también transformacio-
nes sobre la estructura normativa que 

8 La Conferencia de las Partes (COP) es el 
órgano supremo de toma de decisiones de 
la Convención. Todos los Estados Parte en 
la Convención están representados en la 
COP, en la que examinan la aplicación de la 
Convención y de cualquier otro instru-
mento jurídico que la COP adopte, y toman 
las decisiones necesarias para promover la 
aplicación efectiva de la Convención, 
incluidos los arreglos institucionales y 
administrativos. Se suele reunir en forma 
anual, y adopta generalmente su nombre 
por la localidad que la aloja. Para profun-
dizar sobre este tema, veáse https://unfccc.
int/es. 



Estudios Internacionales 198 (2021) • Universidad de Chile

70

sostenía a esta gobernanza, en particu-
lar en los sentidos e interpretaciones 
asociadas al alcance de las normas in-
ternacionales. Así, por más que en sus 
orígenes el PRCD era exclusivamente 
una norma interestatal, este principio 
ha comenzado a ser incorporado en el 
discurso de los actores no estatales. De 
esta suerte, los actores del sector priva-
do en su creciente involucramiento en 
la temática climática localizan al PRCD 
y transforman su comportamiento en 
un proceso de construcción de conver-
gencia normativa entre los discursos 
locales y las normas globales.

En términos metodológicos, para 
los propósitos de este artículo resul-
ta relevante considerar los procesos 
a través de los cuales normas interna-
cionales se institucionalizan en con-
textos domésticos como resultado de 
un proceso de localización. En general, 
la literatura define a las normas como 
actos de habla mediante los que se es-
tablece la comunicación (Koslowski 
& Kratochwil, 1994), como estándares 
de comportamiento apropiado para 
actores con una identidad dada (Kat-
zenstein, 1996) o prescripciones para 
la acción en situaciones de elección 
(Cortell y Davis, 2000).

Tradicionalmente, el análisis sobre 
normas internacionales en los Estu-
dios Internacionales se basaba en la 
idea del “ciclo de vida de las normas” 
(Finnemore & Sikkink, 1998). Sin em-
bargo, en los últimos años ha habido 
una reconceptualización de los pro-
cesos de difusión e internalización 
de normas como construcción de 

convergencia normativa (Stevenson, 
2013). Así, el proceso de difusión de 
normas no se comprende como una 
transferencia directa del contenido 
de la norma internacional a la esfera 
doméstica, o como un proceso lineal 
donde las normas se incrustan bajo 
determinadas condiciones domésticas, 
a medida que avanza el tiempo, sino 
más bien como un proceso dinámi-
co e impredecible, que oscila entre 
percepciones de congruencia e incon-
gruencia entre las normas globales y 
las condiciones domésticas. En esta 
construcción dinámica de congruen-
cia normativa definida por Acharya 
(2004; 2011; 2012) como localización, 
se destacan los conceptos de grafting9 
y framing10, que habilitan un proceso 
tendiente a seleccionar algunos aspec-
tos de una realidad percibida y a ha-
cerlos más salientes en un discurso, de 
manera que promueva determinada 
definición de un problema, su inter-
pretación causal, evaluación moral y/o 
recomendación para su tratamiento 

9 Grafting es una táctica empleada por 
emprendedores morales para instituciona-
lizar una nueva norma al asociarla con una 
norma doméstica preexistente en la misma 
área temática que establece un mandato 
similar o comparable a la norma interna-
cional (Acharya, 2004)

10 Framing, en cambio, refiere al proceso 
activo de construcción de vínculos entre las 
normas existentes y las normas emergentes. 
A través del framing, los defensores de las 
normas internacionales en el contexto 
doméstico destacan determinados proble-
mas mediante el uso de un lenguaje que 
los nombra, interpreta y dramatiza 
(Acharya, 2004).



Dr. Christopher Kurt Kiessling
Principio de las Responsabilidades Comunes pero Diferenciadas: un análisis de la 
internalización de la norma por parte del sector privado en Brasil (2005–2015)

71

(Kiessling, 2019a). En ese sentido, la 
localización es el principal dispositivo 
que permite la construcción y recons-
trucción de la congruencia normativa 
entre normas internacionales y con-
textos domésticos. En este caso, entre 
el PRCD y las ideas previas sobre acción 
climática presentes en el sector empre-
sarial brasileño.

Siguiendo un reconocido abordaje 
metodológico ya empleado en otras 
oportunidades (Kiessling, 2019a; Ste-
venson, 2013; e.g.), este artículo reco-
noce la importancia del análisis del 
discurso para comprender los proce-
sos políticos de enmarcado, tendientes 
a seleccionar algunos aspectos de una 
realidad percibida y hacerlos más sa-
lientes en un discurso, de manera que 
promuevan una determinada defini-
ción de un problema, su interpreta-
ción causal, evaluación moral y/o re-
comendación para su tratamiento. A 
partir del análisis del discurso de ac-
tores clave del sector privado brasileño, 
se pueden comprender las modalida-
des bajo las cuales las interpretaciones 
prevalecientes del PRCD comienzan a 
ser contestadas, resignificando y rein-
terpretando sus alcances y su sentido; 
así como las transformaciones tanto 
en el contexto internacional como 

doméstico habilitan nuevas definicio-
nes discursivas y reconfiguraciones de 
los modos en los cuales el principio es 
interpretado (Kiessling, 2019a). Para 
realizar esta investigación se recurre 
a un abordaje cualitativo e interpre-
tativo que combina tanto fuentes pri-
marias como secundarias para la cons-
trucción de los datos empíricos. De 
esta manera, las fuentes consisten en 
información documental, entrevistas 
a actores claves referidas en los sitios 
web de las principales asociaciones y 
cámaras del sector empresarial brasi-
leño y antecedentes académicos en la 
materia, complementadas con entre-
vistas semiestructuradas realizadas a 
actores vinculados al sector privado 
de Brasil.

La justificación temporal de esta 
investigación radica en la entrada en 
vigor del Protocolo de Kioto en 2005, 
representando un hito en la conso-
lidación de una arena doméstica de 
gobernanza del cambio climático en 
Brasil (Kiessling, 2018). En 2015 se pro-
dujo a escala internacional la firma 
del Acuerdo de París, que resignificó 
nuevamente la norma, ya internaliza-
da en el contexto político-doméstico 
brasileño.

RESulTADOS

La importancia del sector privado 
como actor social y político en la go-
bernanza ambiental y climática en 
Brasil fue creciendo paulatinamente 

durante la primera década del siglo 
XXI. Sin embargo, antes del año 2007, 
el sector empresarial había estado 
prácticamente ausente de los debates 
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públicos sobre el cambio climático 
en Brasil. Como ejemplo de lo ante-
riormente referido es posible indicar 
que en el año 2006 la Confederación 
Nacional de Industria (CNI)11 publicó 
un relatorio basado en un encuentro 
titulado “Industria y desarrollo susten-
table, estrategia de actuación, agenda 
de prioridades y propuestas de políti-
cas”, donde se resumían las conversa-
ciones sostenidas por distintos repre-
sentantes de la industria brasileña en 
relación con la agenda ambiental y 
de desarrollo sustentable (CNI, 2006). 
En este documento no hay ninguna 
referencia al cambio climático como 
problema ambiental, así como en nin-
guno de los informes previos al 2006 
publicados por la CNI. Esta posición 
muda radicalmente a partir del año 
2007 en adelante, donde todos los do-
cumentos publicados por la propia 
CNI con relación a la problemática am-
biental mencionan en forma explícita 
al cambio climático.

La internalización de reglas de 
sustentabilidad, responsabilidad so-
cioambiental y responsabilidad social 
empresarial en la comunidad empre-
sarial en Brasil se inició a finales de la 

11 La Confederación Nacional de Industria 
(CNI), caracterizada por sus propios delega-
dos, es el “órgano máximo de la industria 
brasileña destinada a representar al sector 
industrial, representando a ciento cin-
cuenta mil empresas entre pequeñas, 
medianas y grandes empresas”. Representa 
a 27 federaciones de industrias, cada una de 
ellas ubicada en cada uno de los Estados de 
Brasil y 1.250 sindicatos patronales, a los que 
están afiliadas casi 700 mil industrias. 

década del ‘90, fundamentalmente a 
partir de la emergencia de dos orga-
nizaciones pioneras en la temática en 
Brasil, el Consejo Empresarial Brasi-
leño para el Desarrollo Sustentable 
(CEBDS) y el Instituto Ethos, fundados 
en 1997 y 1998 respectivamente. En una 
entrevista realizada por los 20 años de 
actuación de CEBDS en Brasil, Marina 
Grossi, presidenta de la organización, 
señala lo siguiente:

“El punto de partida de las discu-
siones fue Río-92 (…) lo que culmi-
nó en la creación del World Business 
Council for Sustainable Development 
(WBCSD), red global de la que el CEBDS 
formaría parte, cinco años más tarde, 
cuando fue establecido en Brasil. La 
idea siempre fue la de crear una plata-
forma empresarial para la sostenibili-
dad. La opción por convocar grandes 
empresas no fue ocasional: era impor-
tante que el debate contara con los re-
cursos y con la disciplina de gestión 
que esas empresas podrían agregar…” 
(CEBDS, 2007).

CEBDS promovió la internalización 
en las empresas brasileñas del concep-
to de desarrollo sustentable, y de su 
agenda conexa asociada al Pacto Glo-
bal propuesto por Kofi Annan en 1999 
y a las metas del milenio. Por otra parte, 
el Instituto Ethos es más explícito en el 
vínculo entre la Responsabilidad So-
cial Empresarial (RSE) y la promoción 
del desarrollo sustentable. En su sitio 
web, señala que su misión es:

“(…) diseminar la práctica de la 
responsabilidad social empresarial, 
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ayudando a las instituciones a: (en-
tre otros objetivos) prosperar, con-
tribuyendo a un desarrollo social, 
económico y ambientalmente sus-
tentable” (Instituto Ethos, s.f).

En la visión del Instituto, la RSE es 
principalmente un imperativo para 
las empresas, aunque también brinde 
oportunidades económicas:

“Las empresas son importantes 
agentes de promoción del desa-
rrollo económico y del avance tec-
nológico y tienen una importante 
influencia en las transformaciones 
del planeta. Por eso, su participa-
ción y compromiso son cruciales 
para la construcción de un mundo 
mejor, al lado de los esfuerzos del 
Estado y de la sociedad civil. Al 
agregar a sus competencias el com-
portamiento ético y socialmente 
responsable, la iniciativa privada 
conquista el respeto de las perso-
nas y de las comunidades que son 
impactadas por sus actividades, y 
el resultado es el reconocimiento 
de la sociedad a sus actitudes. La 
responsabilidad social se está vol-
viendo cada vez más factor de éxi-
to empresarial, lo que crea nuevas 
perspectivas para la construcción 
de un mundo económicamente 
más próspero y socialmente más 
justo” (Instituto Ethos, s.f).

Por otro lado, el Instituto Ethos 
crea en 2004 Uniethos, “una asocia-
ción independiente, sin fines de lucro, 

dedicada íntegramente a la educación 
a través del desarrollo de estudios, in-
vestigaciones y capacitación en RSE” 
(Instituto Ethos, s.f). Desde esta or-
ganización, autónoma del Instituto 
Ethos, se desarrollaron proyectos de 
fortalecimiento de las capacidades de 
las empresas en RSE y, como consecuen-
cia, una multiplicación de proyectos.

Precisamente, desde el año 2000 en 
adelante se produce una proliferación 
de actividades de RSE en las empresas 
brasileñas, facilitadas por la emergen-
cia y replicación de diversos instru-
mentos empleados con el propósito 
de incentivar y medir las acciones so-
ciales y ambientales de las empresas 
(CNI, 2008c). En este contexto, la Bolsa 
de São Paulo lanzó en 2005 el Índice 
de Sustentabilidad Empresarial (ISE), y 
comenzó a estandarizarse en las em-
presas brasileñas la realización de in-
formes sociales y ambientales, como 
es el caso del gRI (Global Reporting 
Initiative) (CNI, 2008c).

Así, desde el año 2000 en adelante, 
la interpretación y el enmarcado gene-
ral de los temas ambientales por parte 
del sector privado en Brasil aconteció 
definiendo a los mismos dentro de un 
marco de RSE en la promoción del de-
sarrollo sustentable definido según los 
parámetros internacionales del Siste-
ma de las Naciones Unidas tal como es 
descripto por Bernstein (2001) y Sachs 
(2013), entre otros.

“Un marco regulatorio adecuado 
en medio ambiente es esencial para 
inducir el desarrollo sustentable. Per-
mite crear condiciones favorables al 



Estudios Internacionales 198 (2021) • Universidad de Chile

74

crecimiento del país con respeto al 
medio ambiente y al desarrollo social” 
(CNI, 2008a, p.64).

Estas acciones resultaban bien va-
loradas por los consumidores brasile-
ños, quienes —según un estudio del 
Instituto Ethos en 2004— opinaban 
con un 54% de los respondientes12 que 
las grandes empresas estaban hacien-
do un buen trabajo en construir una 
sociedad mejor para todos (Instituto 
Ethos, 2004).

Sin embargo, en lo que refiere pun-
tualmente a cambio climático, las em-
presas brasileñas no consideraban la 
necesidad de abordar el tema dentro 
de su agenda. En este contexto, el año 
2007 representa un quiebre a partir del 
inicio del involucramiento del sector 
privado en la temática, debido a un 
temor creciente en el sector asociado 
a la adopción de metas obligatorias de 
reducción de emisiones por parte del 
gobierno de Brasil. El sector privado 
ingresa así, en forma reactiva, a una 
temática en la cual, como se ha visto 
en las secciones anteriores, ya se había 
iniciado un debate público un par de 
años atrás tanto a nivel gubernamen-
tal como a nivel de la sociedad civil 
(Kiessling, 2019a).

12 Estas cifras comparativamente superan a las 
de otros países tanto desarrollados como 
en desarrollo.

Un hito citado frecuentemente por 
los propios actores empresariales es 
la publicación del cuarto informe del 
IPCC en 2007, que —acompañado por 
la publicación del Informe Stern13— 
proveen una base científica y una ra-
cionalidad económica a la necesidad 
de adoptar medidas de mitigación y 
adaptación al cambio climático. Desde 
la publicación de este informe ha ha-
bido un creciente consenso científico 
y político respecto de la posibilidad y 
necesidad de avanzar hacia el desaco-
ple entre el crecimiento económico y 
las emisiones de gEIs (Bueno, 2018), en 
la medida que se reconoce la factibili-
dad de dicho abordaje para combatir 
la crisis climática. La legitimación de 
dichas soluciones que no comprome-
ten la búsqueda del crecimiento eco-
nómico fue un disparador importan-
te para el involucramiento del sector 
privado en la gobernanza climática 
desde una posición no obstruccionista.

En este contexto, la Confederación 
Nacional de la Industria, acompañada 
en menor medida por la Federación 
de Industrias del Estado de San Pablo 

13 El Informe Stern sobre la economía del 
cambio climático es un reporte sobre el 
impacto del cambio climático sobre la eco-
nomía mundial. Tuvo gran repercusión 
pública en la medida que sus principales 
recomendaciones sugerían que resultaba 
más barato emprender acciones de mitiga-
ción del cambio climático a inicios del siglo 
XXI que pagar hacia finales de siglo los cos-
tos de sus efectos previstos. A partir de este 
informe se consolidó una subárea de estu-
dios dentro de la economía ambiental titu-
lada como economía del cambio climático.
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(FIESP),14 adopta una caracterización 
del cambio climático fuertemente li-
gada a la defensa del PRCD. En líneas 
generales, este proceso de enmarcado 
puede ser esquematizado en tres partes.

En primer lugar, en el discurso de 
la organización se señalan los efectos 
del problema en términos ambien-
tales y económicos, y se describe a la 
quema de combustibles fósiles como 
la principal causa del problema a ni-
vel global:

“Los estudios económicos y cien-
tíficos publicados por el Informe 
Stern en 2006 y los Informes del 
Panel Intergubernamental sobre el 
Cambio Climático (IPCC), en 2007, 
evidencian que este fenómeno es 
causado por la quema de combus-
tibles fósiles y otras actividades 
ejercidas por el hombre. La emi-
sión y la acumulación de dióxido 
de carbono (CO₂) y de otros gases 
de efecto invernadero (gEI) en la 
atmósfera aumentan significativa-
mente el riesgo negativo de los im-
pactos ambientales en el cambio 
climático” (CNI, 2009).

A partir de este análisis inicial, se 
argumenta que la matriz energética 

14 La Federación de Industrias del Estado de 
San Pablo (FIESP) es una entidad de la 
industria brasileña afiliada a la Confedera-
ción Nacional de la Industria (CNI). Esta 
institución reúne a 52 unidades representa-
tivas en el Estado de São Paulo, que repre-
sentan a 133 sindicatos patronales y 130 mil 
industrias.

brasileña, basada en la generación de 
energía hidroeléctrica, es relativamen-
te limpia en comparación tanto con 
otros países desarrollados como con 
las grandes economías emergentes 
como China e India:

“La industria brasileña es una de las 
más limpias del mundo. Tenemos 
una matriz energética basada en 
la hidroelectricidad, que consume 
mucho menos combustibles fósiles, 
principales generadores de gases de 
efecto invernadero, en compara-
ción con otros países” (CNI, 2008b).

Igualmente, se indica que el nivel 
de responsabilidad del sector indus-
trial de Brasil no sería tan alto como 
en otros países, debido a que la mayor 
proporción de emisiones provenía del 
sector forestal.

“Brasil es un caso especial: solo el 
8,8% de las emisiones en Brasil pro-
vienen de actividad industrial. La 
deforestación es responsable del 
75% de las emisiones en el país. 
Las negociaciones de compromi-
sos posteriores al 2012 deben tener 
en cuenta las características par-
ticulares de la matriz energética 
brasileña” (CNI, 2012).

“La singularidad de la matriz 
energética de Brasil necesita ser 
enfatizada. El uso de estándares 
internacionales puede implicar  
compromisos superiores a los 
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necesarios. El patrón energético de 
Brasil y el origen de las emisiones 
son diferentes no solo de los países 
desarrollados, sino también de los 
demás BRIC. La deforestación es 
nuestra principal fuente de emi-
sión y esto conduce a que el 60 % 
de las emisiones tengan su origen 
en la Amazonía, donde se sitúa el 
7 % del PIB del país” (CNI, 2009).

Por otro lado, se resalta que los ac-
tores del sector empresarial ya venían 
desarrollando, desde hace varios años, 
acciones voluntarias de reducción de 
emisiones:

“La industria brasileña está com-
prometida en acciones para com-
batir el cambio climático: el cam-
bio climático es un problema 
global que debe ser enfrentado por 
países desarrollados y en desarrollo. 
La Confederación Nacional de la 
Industria (CNI) está comprometida 
con la promoción de acciones diri-
gidas a la conducción de iniciativas 
por el sector privado brasileño en 
la lucha contra el calentamiento 
global” (CNI, 2009).

Derivado de estas premisas, se con-
cluye que resultaba importante para 
los intereses de Brasil defender en las 
negociaciones al PRCD:

“La industria apoya el posiciona-
miento del gobierno brasileño de 
no aceptar la imposición de metas 
de reducción de las emisiones para 

los países en desarrollo, durante el 
próximo período de compromisos, 
después de 2012…” (CNI, 2008b).

“(…) Garantizar el principio de las 
responsabilidades comunes pero 
diferenciadas en el posicionamien-
to brasileño en las negociaciones 
internacionales (…) para el próxi-
mo período de compromisos post 
2012. Apoyar el posicionamiento 
del gobierno brasileño por la no 
adopción de metas obligatorias 
de emisión de gases de efecto in-
vernadero para los países en desa-
rrollo, en el próximo período de 
compromisos post 2012…” (CNI, 
2008a, p.69).

Cabe destacar que este posiciona-
miento de la CNI y de la FIESP tiene 
amplias similitudes con la posición 
del gobierno de Brasil antes de 2003, 
y con la posición histórica tradicional 
de Itamaraty en la temática (Kiessling, 
2018). Sin embargo, la principal dife-
rencia que puede observarse es que 
estos actores empresariales actúan en 
forma reactiva en respuesta a un con-
texto que es percibido principalmente 
como una amenaza. Así, los actores del 
sector privado, principalmente hasta 
2009, reinterpretan e internalizan una 
norma internacional de tal forma de 
fortalecer su posición en los emergen-
tes debates domésticos en Brasil sobre 
cambio climático. En otras palabras, 
operan un proceso de localización del 
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PRCD que tiene implicancias a futuro 
sobre la construcción de la emergente 
arena de gobernanza climática duran-
te estos años.

En este proceso de localización 
confluyen la visión que identifica a 
la adopción de políticas ambientales 
como una traba al desarrollo, presen-
te en el discurso doméstico brasileño 
desde la década del ‘70, con una mi-
rada del PRCD presente en actores 
internacionales que privilegia la idea 
de “responsabilidades diferenciales” 
por sobre la idea de “responsabilida-
des comunes”. Este proceso de enmar-
cado del tema permite que el sector 
privado acompañe la posición oficial 
del gobierno brasilero en las negocia-
ciones internacionales que se oponía 
a la adopción de metas de mitigación 
por parte de los países en desarrollo.

A partir de las transformaciones en 
el proceso de enmarcado del tema, se 
conforman hacia el año 2009 algunas 
coaliciones empresariales que van a 
adoptar posicionamientos tanto favo-
rables como opositores frente a lo que 
en ese momento se percibía como una 
potencial ley de cambio climático que 
podría imponer regulaciones obliga-
torias para el sector privado, con las 
consiguientes oportunidades y bene-
ficios que derivarían de la misma, lo 
que representa un nuevo proceso de 
reinterpretación de este principio por 
parte de los actores del sector y expone, 
asimismo, un acercamiento inédito 
del sector a la problemática climática.

Estas coaliciones demandaban 
algún tipo de cambio en la política 

climática brasileña, mas se diferencia-
ban entre sí por sus posiciones en la 
arena de gobernanza doméstica climá-
tica, así como por la combinación de 
actores que nucleaban y por el grado 
de reforma propuesto en cada caso. 
Cabe destacar que varias empresas 
formaban parte de dos o inclusive las 
tres coaliciones. La primera coalición 
se autodenominaba Alianza Brasileña 
por el Clima, y reunía principalmente 
a federaciones y asociaciones de em-
presas ligadas a sector agrícola en Bra-
sil. Dicha coalición tenía una posición 
que propugnaba por la reducción de 
la desforestación en el Amazonas y la 
aceptación de mecanismos de merca-
do para mantener la floresta en pie 
(Viola, Franchini, & Lemos Ribeiro, 
2013). En este sentido, luego de reco-
nocer el carácter global del problema, 
y la necesidad de Brasil de avanzar en 
una economía de bajo carbono, afir-
maban lo siguiente:

“Los países desarrollados tienen 
mayor responsabilidad histórica 
por la concentración de gases de 
efecto invernadero en la atmósfe-
ra y, por lo tanto, deben adoptar 
metas internacionales ambiciosas 
para limitar el aumento de la tem-
peratura en un máximo de 2 °C. 
Los países en desarrollo deben asu-
mir la responsabilidad de reducir 
significativamente el crecimiento 
de sus emisiones futuras a través 
de medidas efectivas de mitigación, 
de conformidad con el principio 
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de las responsabilidades comunes 
pero diferenciadas…” (Aliança Bra-
sileira pelo Clima, 2009, p.1).

No resulta extraño, entonces, que 
dicho documento realice una distin-
ción categórica entre las recomenda-
ciones asociadas al plano de las nego-
ciaciones internacionales de cambio 
climático, y aquellas asociadas a un 
plano nacional en Brasil. Entre las pri-
meras, merecen señalarse la separación 
entre metas de reducción de emisiones 
para los países desarrollados pertene-
cientes al Anexo I, y Acciones Nacio-
nales Apropiadas de Mitigación (NA-
MAs por sus siglas en inglés) para los 
países en desarrollo (entre ellos, Brasil), 
así como mecanismos de transferencia 
de tecnología y financiamiento des-
de los países del Norte global hacia 
el Sur global. Entre los compromisos 
de Brasil en un plano doméstico, se 
destaca que:

“Brasil debe desarrollar una amplia 
Política Nacional sobre Cambio 
Climático, incluyendo aspectos de 
mitigación y adaptación, a partir 
de los siguientes puntos estructu-
rales: (i) las necesidades futuras 
de crecimiento y desarrollo del 
país; (ii) la participación efectiva 
de los ministerios responsables de 
la gestión de la matriz energética 
brasileña y la producción indus-
trial, para evitar contradicciones 
en las diferentes políticas públicas; 
(iii) la necesidad de aceleración 
de la definición de la zonificación 

ecológico-económica federal; (iv) 
incentivos para la producción y 
el consumo de materias primas 
y fuentes de energías renovables; 
(v) la necesidad de incrementar el 
proceso de consulta a los diversos 
sectores de la economía brasileña, 
y (vi) atribución de competencias a 
estados y municipios, para que los 
mismos puedan legislar y formu-
lar políticas públicas regionales y 
locales de acuerdo con sus circuns-
tancias específicas…” (Aliança Bra-
sileira pelo Clima, 2009, p.5).

Así, la Alianza Brasileña por el Cli-
ma defendía la necesidad de internali-
zar la regulación del cambio climático 
como problema público en Brasil a 
partir de reconocer que el PRCD no 
representaba inacción, sino la elabo-
ración de políticas que no impliquen 
la adopción de compromisos obliga-
torios de reducción de gEIs.

Por otra parte, la segunda coalición 
liderada por el Instituto Ethos, con 
la participación de grandes empresas 
brasileñas como Vale, Pan de Azúcar, 
Compañía Brasileña de Metalurgia 
y Minería, Compañía Brasileña de 
Fuerza y Luz (Energía), Fibria, Natu-
ra, Odebrecht, Votorantim Industrial, 
entre otras, se conformaba con la pu-
blicación de la Carta Abierta a Brasil 
sobre Cambio Climático. Esta carta 
fue signada por 22 grandes empresas 
de capital brasileño, y su propuesta 
básica consistía en defender la nece-
sidad de que Brasil adopte compro-
misos formales en las negociaciones 
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internacionales, acompañados de po-
líticas consistentes de reducción de 
la curva de crecimiento de emisiones, 
enfatizando la eficiencia energética, el 
control de la desforestación, la refores-
tación de áreas degradadas y la acepta-
ción de mecanismos de mercado (Vio-
la, Franchini, & Lemos Ribeiro, 2013).

A diferencia de la anterior coalición, 
en este documento el Principio de las 
Responsabilidades Comunes pero Di-
ferenciadas es interpretado a partir de 
establecer un hincapié en el carácter 
común de dichas responsabilidades 
para todos los Estados:

“Aunque los países desarrollados 
redujeran inmediatamente a cero 
sus emisiones, no sería posible al-
canzar la meta global de reducción 
sin una participación de las econo-
mías emergentes, entre ellas Brasil” 
(Carta aberta ao Brasil sobre Mu-
danças Climáticas, 2009).

“Asumir la posición de liderazgo 
en las negociaciones para la defini-
ción de metas claras de reducción 
global de las emisiones de gEI, ga-
rantizando la aplicación del prin-
cipio de las responsabilidades co-
munes pero diferenciadas” (Carta 
aberta ao Brasil sobre Mudanças 
Climáticas, 2009).

Así, desde el inicio, dicho docu-
mento marca una posición diferen-
te a la primera coalición y a la CNI 
y la FIESP, sosteniendo el carácter de 

oportunidad que para Brasil represen-
ta una transición a una economía de 
bajo carbono:

“Vivimos una oportunidad única 
de construir un nuevo modelo de 
desarrollo, basado en una econo-
mía de bajo carbono, que deberá 
movilizar a las empresas, gobier-
nos y la sociedad civil. Creemos 
que Brasil, más que cualquier 
otro país en el mundo, reúne las 
condiciones de liderar la agenda 
de esta nueva economía” (Carta 
aberta ao Brasil sobre Mudanças 
Climáticas, 2009).

Esta coalición define así la necesi-
dad de que Brasil adopte compromisos 
de reducción de emisiones, a partir de 
un esfuerzo conjunto de todos los ac-
tores sociales. En este sentido, partici-
par como firmante en este documento 
traía aparejado para las empresas el 
compromiso de publicar anualmen-
te un inventario de sus emisiones de 
gases de efecto invernadero, así como 
incluir como orientación estratégica 
en el proceso de decisiones de inver-
sión la elección de opciones que pro-
muevan la reducción de emisiones en 
los procesos, bienes y servicios, y ac-
tuar en la cadena de suministros para 
reducir las emisiones de proveedores 
y clientes (Viola, Franchini, & Lemos 
Ribeiro, 2013).

Por otro lado, la tercera alianza, de-
nominada Coalición de Empresas por 
el Clima, era liderada por AES Bra-
sil, Shell, Ambev, entre otras empresas, 
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siendo coordinada por la Fundación 
Brasileña para el Desarrollo Sustenta-
ble (FBDS). Esta coalición adopta, com-
parativamente con las anteriores, la 
interpretación más flexible del PRCD-
RC al señalar en el inicio del docu-
mento que:

“Partimos de una verdad indiscuti-
ble: el calentamiento global es la 
amenaza mayor a la vida en todo 
el planeta, no mera cuestión di-
plomática Norte-Sur” (Coalizão de 
Empresas pelo Clima, 2009).

A partir de reconocer que abordar 
el cambio climático se encuentra en 
sintonía con los “intereses nacionales” 
de Brasil, dicha coalición presentó un 
documento con demandas semejan-
tes a la Carta Abierta, aunque con un 
grado mayor de profundidad y pre-
cisión. Así, el documento indica que 
Brasil debía:

“Asumir la posición de liderazgo en 
las negociaciones para fijar metas 
claras de reducción de las emisio-
nes de gases de efecto invernadero. 
Estos objetivos para los países en 
desarrollo podrían consistir en la 
definición de un pico de emisio-
nes antes de 2020, con reduccio-
nes a partir de ahí. En lo que se 
refiere a Brasil, el aumento previs-
to de las emisiones en los sectores 
de transporte, industria y energía 
podrá ser compensado con la pro-
gresiva reducción de la deforesta-
ción. Además, la adopción de las 

mejores prácticas agropecuarias y 
el aumento de la eficiencia energé-
tica en la producción y el uso de 
la energía, pueden contribuir aún 
más a la reducción de las emisio-
nes brasileñas; (así como) rechazar 
cualquier tipo de enfoques secto-
riales para el establecimiento de 
metas de reducción de emisiones” 
(Coalizão de Empresas pelo Cli-
ma, 2009)

Así como también:

“Promover la inclusión de la temá-
tica de cambio climático como una 
dimensión política fundamental 
del MERCOSuR” (Coalizão de Em-
presas pelo Clima, 2009).

Por otro lado, al igual que en el caso 
de la segunda coalición antes mencio-
nada, las empresas firmantes del do-
cumento asumían compromisos para 
ellas mismas, en la observación que 
todos los actores sociales debían co-
laborar en la búsqueda de soluciones 
basada en la idea de la “responsabili-
dad común”, constituyendo una arena 
de gobernanza doméstica del cambio 
climático en Brasil.

Sin embargo, no todas las empre-
sas concordaban con la necesidad de 
adoptar compromisos de reducción 
de emisiones para Brasil. Tanto FIESP 
como CNI se pronunciaron, en octubre 
de 2009, contrarias a la aprobación de 
compromisos cuantificables para Bra-
sil antes que otros grandes emisores, 
como India y China, los aceptaran. En 
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el documento publicado en 2009 por 
la FIESP, “Mudanças climáticas: o valor 
das convergências” (Cambio climático: 
el valor de las convergencias), se argu-
mentaba que:

“Los efectos sociales, económicos y 
ambientales del cambio climático 
se presentan como grandes desa-
fíos de esta y de las próximas gene-
raciones. Su evaluación se basa en 
estudios científicos y económicos 
(...) aceptados por la comunidad 
internacional. Ellas señalan cam-
bios parcialmente inevitables, pero 
que pueden y deben ser mitigadas 
por iniciativas públicas y privadas 
en el sentido de reducir las emisio-
nes de gases de efecto invernadero” 
(FIESP, 2009).

A continuación, el documento ar-
guye que una economía de bajo carbo-
no, futuro deseable para todo el mun-
do, para Brasil ya es el presente. Así, 

“al mismo tiempo que los países ricos 
crearon históricamente un pasivo am-
biental, Brasil desarrolló una verdade-
ra economía verde” (FIESP, 2009).

Para los autores del escrito, esta eco-
nomía verde se basa en una matriz 
energética limpia, y en el desarrollo de 
un programa de biocombustibles, lo 
que conlleva una producción de pro-
ductos y servicios brasileños con baja 
intensidad de carbono. Así, el éxito de 
estas experiencias colocaría a Brasil en 
una posición estratégica para liderar la 
transición global a una economía de 

bajo carbono. Sin embargo, en el do-
cumento continúa denunciándose la 
falta de compromisos de los países de-
sarrollados y otros grandes emergentes 
con relación a la temática vinculán-
dola en forma explícita con el PRCD:

“(…) la suma de las emisiones de 
Estados Unidos, la Unión Europea, 
Japón y China representa el 80% 
del total del mundo. Brasil no res-
ponde ni siquiera por el 2 % y los 
otros países en desarrollo, menos 
del 20%. Esto demuestra que la es-
trategia internacional de implan-
tación de una economía de bajo 
carbono depende del compromi-
so real de las mayores emisores a 
medio y largo plazo, con reduccio-
nes significativas de sus emisiones” 
(FIESP, 2009).

“Con respecto a los países en desa-
rrollo, el Protocolo de Kioto esta-
bleció el principio de responsabili-
dad común pero diferenciada, que 
se negoció en acuerdos internacio-
nales sucesivos hasta que en 2007 el 
plan de Bali definió la responsabili-
dad de las economías emergentes: 
atenuar la curva de crecimiento de 
sus emisiones de gases de efecto 
invernadero” (FIESP, 2009).

Así, se concluye que la protección 
del clima a nivel global, objetivo loa-
ble per se, no debe servir como una 
excusa ni para frenar el desarrollo 



Estudios Internacionales 198 (2021) • Universidad de Chile

82

de Brasil, ni para limitar el comer-
cio internacional mediante medidas 
unilaterales:

“Teniendo en cuenta la desigual-
dad socioeconómica de Brasil, los 
compromisos a ser asumidos en 
la COP-15 tendrán que establecer 
como prioridad la inclusión social 
y la nivelación de las asimetrías re-
gionales. Conciliar estrategias de 
reducción de emisiones de gases 
de efecto invernadero con el cre-
cimiento del Índice de Desarro-
llo Humano (IDH) es, sin duda, el 
mayor desafío de esta generación” 
(FIESP, 2009).

“La importancia de las acciones de 
mitigación de emisiones de gases 
de efecto invernadero no debe ser-
vir de pretexto para la adopción 
de medidas proteccionistas. (…) 
Las políticas internacionales y na-
cionales sobre cambio climático 
deben, obligatoriamente, ser con-
sistentes con las reglas de comer-
cio establecidas por la Organiza-
ción Mundial del Comercio” (FIESP, 
2009).

Por otro lado, durante el año 2008 
la CNI publicó en numerosas oportu-
nidades documentos que defendían 
un posicionamiento público desfavo-
rable a la adopción de compromisos 
obligatorios desde argumentaciones 
que se basaban en el PRCD:

“La industria apoya el posiciona-
miento del gobierno brasileño de 
no aceptar la imposición de metas 
de reducción de las emisiones para 
los países en desarrollo durante el 
próximo período de compromisos 
después de 2012. Esa posición, co-
herente con el principio previsto 
en la Convención, de que la res-
ponsabilidad es común, pero di-
ferenciada, fue una de las razones 
que propició la creación del Meca-
nismo de Desarrollo Limpio (MDl). 
(…) Apoyar el posicionamiento 
del gobierno brasileño con el ob-
jetivo de garantizar la aplicación 
del principio de las responsabili-
dades comunes pero diferenciadas 
de las naciones sobre las causas y 
los efectos del cambio climático” 
(CNI, 2008b).

“La implantación en Brasil de una 
Política Nacional de Cambio Cli-
mático es una iniciativa positiva 
y hay varias acciones voluntarias 
del sector privado que contribu-
yen para su objetivo. El principio 
de las responsabilidades comunes 
pero diferenciadas debe continuar 
norteando la posición brasileña en 
las negociaciones internacionales 
para la reducción de las emisio-
nes de gases de efecto invernadero” 
(CNI, 2008a, p.68).

Hacia el año 2009, la posición de la 
CNI comienza a flexibilizarse, ya que se 
reconoce explícitamente que el PRCD 
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no implica inacción, aunque aún se vi-
sulmbra una manifiesta oposición a la 
adopción de compromisos vinculan-
tes por parte del gobierno brasileño:

“Las consecuencias del calenta-
miento global imponen desafíos 
para todos los países. Para Brasil, 
la responsabilidad común y di-
ferenciada no significa inacción. 
(…) El establecimiento de com-
promisos nacionales de mitigación 
debe tener en cuenta el principio 
de las responsabilidades diferen-
ciadas. La imposición de límites 
absolutos no es aceptable porque 
los países en desarrollo tienen de-
mandas reprimidas de energía, fun-
damentales para su crecimiento y 
distribución de la renta. Cualquier 
avance en esa dirección debe tener 
en cuenta la adopción de compro-
misos relativos y la preocupación 
con objetivos de desarrollo soste-
nible” (CNI, 2012).

En ese sentido, tanto FIESP como 
CNI coincidían en la necesidad de con-
trolar e imponer frenos a los cambios 
en el discurso público que venían ob-
servándose desde 2007 hasta 2009 en 
la arena doméstica de gobernanza del 
cambio climático. Estos actores empre-
sariales no negaban así la necesidad 
de cambios en la política de cambio 
climático en Brasil, sino que rechaza-
ban una transformación de la posición 
internacional de Brasil que quiebre 
la división Norte-Sur, basados en una 
interpretación tradicional rígida del 
principio de las responsabilidades co-
munes pero diferenciadas.

De todos modos, cabe destacar que 
la CNI modificó sus posiciones hacia 
el año 2010, ya que en mayo de ese 
año presentó sus propuestas para los 
candidatos presidenciales, teniendo 
como uno de los pilares el bajo car-
bono (Viola, Franchini, & Lemos Ri-
beiro, 2013).

REFLEXIONES FINAlES

En este artículo se describieron las mo-
dalidades bajo las cuales el PRCD fue 
internalizado y localizado en la polí-
tica doméstica brasileña por parte del 
sector privado, así como las principa-
les interpretaciones y reinterpretacio-
nes de este principio por parte de los 
principales actores empresariales de 
Brasil desde el año 2005 al 2015. El PRCD 
fue incorporado y localizado en el dis-
curso público brasileño sobre cambio 

climático en la primera década del si-
glo XXI con la incorporación de la so-
ciedad civil en los debates domésticos 
a partir de la creación del Foro Brasi-
leño de Cambio Climático y del Ob-
servatorio del Clima (en 2000 y 2002 
respectivamente) (Kiessling, 2019a).

Para los propósitos del análisis, se 
recurrió al estudio de una coyuntura 
crítica que representó un quiebre en 
la localización del principio a partir 
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de un creciente involucramiento del 
sector privado en los debates domés-
ticos brasileños sobre cambio climáti-
co, enmarcados en la Ley de Cambio 
Climático sancionada en 2009. Así, los 
años 2007 a 2010 han recibido una ma-
yor atención analítica en la medida 
que representa el período en el cual se 
produce efectivamente la localización 
del PRCD por parte del sector privado 
en Brasil.

Frente a este proceso de reinterpre-
tación del principio, en el cual se bus-
caba una transformación de la posi-
ción tradicional del Estado brasileño 
que interpretaba al principio como 
responsabilidad histórica de los paí-
ses del Norte Global, el sector privado 
se mantiene relativamente al margen 
hasta mediados de la década, donde lo 
ambiental era abordado exclusivamen-
te como un problema de Responsabi-
lidad Social Empresarial.

A partir del año 2007, cuando co-
mienza a visualizarse la posibilidad de 
que el gobierno adopte algún tipo de 
compromisos, y especialmente a par-
tir de 2009, algunos actores del sector 
empresarial (tales como la CNI y la FI-
ESP) adoptan un discurso de defensa 
de la interpretación radical del PRCD, 
haciendo hincapié en la situación de 
Brasil como un país en vías de desarro-
llo y en los posibles impactos sobre la 
competitividad de la economía brasi-
leña en caso de la adopción de com-
promisos obligatorios. Este debate va 
a continuar y se va a profundizar du-
rante la implementación de las metas 
de la Política Nacional del Cambio 

Climático y en la elaboración de los 
planos sectoriales. Así, estos actores del 
sector privado, principalmente hasta 
2009, reinterpretan e internalizan una 
norma internacional de tal forma de 
fortalecer su posición en los emergen-
tes debates domésticos en Brasil sobre 
cambio climático. El reconocimiento 
de la importancia y legitimidad de 
una interpretación basada en la idea 
de “responsabilidades históricas” en el 
ámbito internacional, especialmente 
en el ámbito del G77+China, le sirvió 
al sector privado para contener y redu-
cir las presiones que ejercía la sociedad 
civil organizada que apremiaba por 
una mayor responsabilidad de Bra-
sil tanto en las negociaciones interna-
cionales como en la arena doméstica 
(Kiessling, 2018a).

Con el establecimiento de la Polí-
tica Nacional de Cambio Climático 
(PNCC) en 2009-2010, se institucionali-
za una arena de gobernanza climática 
doméstica en Brasil, en la cual el PRCD 
va a dar sentido a muchas de las prácti-
cas llevadas adelante por el sector em-
presarial como norma internalizada 
por parte del Estado y de la sociedad 
brasileña. En otras palabras, opera un 
proceso de localización del PRCD que 
ha tenido implicancias a futuro sobre 
la construcción de la emergente are-
na de gobernanza climática durante 
estos años, especialmente en relación 
con la aceptación de metas volunta-
rias de mitigación implementadas a 
partir de los Planos Sectoriales de Mi-
tigación definidos por la PNCC. De esta 
forma, el sector privado brasileño fue 
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acompañando las transformaciones 
domésticas que llevaron de un rechazo 
significativo a la adopción de compro-
misos de mitigación, por el año 2005, 

hacia una aceptación parcial de los 
mismos mediante la PNCC y finalmen-
te su aceptación plena, en 2015, con la 
firma del Acuerdo de París.
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